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Proposición no de ley del Grupo Parlamentario Vox sobre reforma de la normativa regional del IRPF para deflactar todos 

los tramos de la escala autonómica y el mínimo tanto personal como familiar (12/0178/0194/09327) 

(Admitida a trámite por la Mesa de la Cámara en sesión de 8 de octubre de 2024. La iniciativa fue publicada en 

el Boletín Oficial de la Junta General del Principado de Asturias, serie B, número 271, de 9 de octubre de 2024). 

El Grupo Parlamentario Vox, a través de su portavoz, Carolina López Fernández, al amparo de 
lo previsto en los artículos 216 y siguientes del Reglamento de la Cámara, tiene el honor de 
presentar la siguiente proposición no de ley para su debate ante el Pleno de la Junta General del 
Principado de Asturias. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El artículo 156.1 de la Constitución española otorga a las regiones de España autonomía 
financiera. Para garantizarla, el artículo 157.1 de nuestra Carta Magna realiza una enumeración 
de los recursos dedicados a ello, encontrándose, entre otros, los impuestos cedidos total o 
parcialmente por el Estado. En sentido similar, cabe citar los artículos 42 y 44 del Estatuto del 
Principado de Asturias. Este marco normativo se desarrolla, en primer término, por la Ley 
Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, que 
establece los principios básicos de la cesión de tales tributos. En segundo término, el alcance, las 
condiciones de la cesión y las competencias normativas regionales vienen dadas por la Ley 
22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el Sistema de Financiación de las Comunidades 
Autónomas. En último término, la normativa citada anteriormente se concreta para el 
Principado de Asturias con la Ley 19/2010, de 16 de julio, del Régimen de Cesión de Tributos del 
Estado a la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias, y con la disposición adicional del 
Estatuto del Principado de Asturias. 

En virtud de lo anterior, a Asturias se le cede uno de los principales impuestos del sistema fiscal 
español: el impuesto sobre la renta de las personas físicas (en adelante, IRPF), cuyo rendimiento 
se cede al 50 %. Asimismo, la región tiene capacidad legislativa para regular ciertos aspectos del 
IRPF, como los mínimos personales y familiares, la escala autonómica aplicable a la base 
liquidable y las deducciones en la cuota íntegra autonómica. 

Estas son las premisas en las cuales debe desarrollarse y ejecutarse la política fiscal, en cuanto 
a los ingresos y a la vista de las circunstancias. 

Los últimos años han venido marcados por una fuerte inflación. Entre enero del año 2021 y el 
momento, según los datos más actualizados (agosto 2024), ha existido una variación del IPC del 
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13,4 % (INE, SADEI). Ante esta situación, el Gobierno del Principado reaccionó con la llamada 
«vía fiscal asturiana», una política de deducciones autonómicas selectivas que renuncia a ajustar 
el IRPF a la inflación. Sin embargo, es un mero eslogan. Así, el estudio Panorama de la fiscalidad 
autonómica y foral 2024, del Consejo General de Economistas de España, ha puesto de manifiesto 
los escasos beneficios prácticos que supone para el conjunto de los asturianos, al afectar a muy 
pocos contribuyentes y en casos muy puntuales. 

En otras palabras, la «vía fiscal asturiana» no sirve para compensar los efectos de la inflación. 
En este sentido, la falta de corrección del IRPF le supone al contribuyente tributar más por razón 
de un mero ajuste económico que por una subida de renta en términos reales. Dicho de otro 
modo, los asturianos pagan más impuestos, a pesar de tener menor capacidad de compra. Es 
una situación de gran injusticia que es necesario evitar. Por ello, es preciso adoptar medidas que 
palien los efectos de la inflación y devuelvan a los asturianos su poder adquisitivo, deflactando 
elementos del IRPF. Además, deben explorarse mecanismos más o menos automatizados para 
corregir esas situaciones, como existen en la mayoría de los países europeos. Así, Alemania, 
Suecia o Finlandia, que cuentan con sistemas periódicos de revisión para deflactar los tramos; u 
Holanda, que tiene mecanismos de ajuste automático. 

Por otro lado, es preciso poner el acento en que los Gobiernos son los grandes beneficiarios de 
la inflación debido al aumento de la recaudación. Por tanto, habiendo una inflación acumulada 
importante para las familias, los Gobiernos deberían contribuir y realizar un ajuste igual que el 
que piden a los españoles. Sin embargo, no ha sucedido así. La dinámica del gasto público no se 
ha corregido y no solo aumenta, sino que además lo hace sin corregir vicios que son muy 
perniciosos. En este sentido, el aumento del gasto el crecimiento del gasto destinado al 
entramado periférico del sector público autonómico se eleva por muy encima del destinado a la 
Administración centralizada o a entes prestacionales como ERA o el SESPA, como pone de 
manifiesto el estudio «Los acuerdos para la reducción del sector público en una comunidad 
autónoma: Asturias» (revista Presupuesto y Gasto Público, Instituto de Estudios Fiscales, n.º 94). 
Por esta razón, el esfuerzo también debe ser instado al Gobierno de la nación, que debe proceder 
tanto a deflactar el IRPF como a ajustar en gasto público. 

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Vox presenta la siguiente 

PROPOSICIÓN NO DE LEY 

La Junta General del Principado de Asturias insta al Consejo de Gobierno: 

1. A iniciar los trámites de reforma de la normativa regional del IRPF para deflactar todos los 
tramos de la escala autonómica y el mínimo tanto personal como familiar. 

2. A elaborar un informe sobre la repercusión presupuestaria de indexar las escalas y los 
mínimos personal y familiar, de suerte que la actualización de las mismas sea automática. 

3. A promover medidas de auditoría para detectar gasto superfluo, improductivo, ideológico o 
duplicado del conjunto del sector público regional para proceder a su eliminación inmediata. 

4. A su vez, a requerir al Gobierno de la nación para que en el ámbito de sus competencias 
proceda: 

a) A la reforma de la legislación nacional del IRPF para deflactar, como mínimo, todos los tramos 
de la escala estatal, los gastos de difícil justificación para empresarios y profesionales, así como 
el mínimo personal y familiar. 

b) A elaborar un informe sobre la repercusión presupuestaria de indexar las escalas y los 
mínimos personal y familiar del IRPF, de suerte que la actualización de las mismas sea 
automática. 
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c) A promover medidas de auditoría para detectar gasto superfluo, improductivo, ideológico o 
duplicado del conjunto del sector público nacional para proceder a su eliminación inmediata. 

Palacio de la Junta General, 3 de octubre de 2024. Carolina López Fernández, portavoz. 


